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RESUMEN 
El presente trabajo pretende analizar la interpretación en el ámbito de los 
principales tribunales internacionales de justicia, en particular en la Corte Penal 
Internacional, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia. Se hará hincapié en los conflictos éticos y 
profesionales que conllevan algunas de las decisiones tomadas por los intérpretes en el 
ejercicio de su profesión en estas instituciones, los cuales se deben principalmente a la 
naturaleza de los procesos que allí se celebran y a la importancia de la calidad de la 
interpretación por las repercusiones que pueda tener en los veredictos del tribunal. Por 
otro lado, se analizarán y compararán los códigos deontológicos existentes relacionados 
con estos tribunales, los cuales deberían servir de guía para el intérprete en el desarrollo 
de su profesión. 
Palabras clave: Interpretación, tribunal, internacional, ética, deontología. 
 
ABSTRACT 
This study aims to analyse the interpretation services of the main international 
courts of justice, particularly the International Criminal Court, the Court of Justice of 
the European Union and the International Criminal Tribunal for the former Yugoslavia. 
Emphasis shall be placed on the ethical and professional dilemmas faced by interpreters 
while carrying out their professional duties in these institutions, which are caused 
mainly by the nature of the hearings and the importance of a quality interpretation 
service due to its potential consequences on the decisions made by the court. On the 
other hand, the codes of ethics concerning these courts, which should provide guidance 
for interpreters, shall be analysed and compared. 
Key words: Interpreting, court, international, ethics, code of ethics.  
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1. INTRODUCCIÓN 
Este trabajo pretende analizar las características específicas de la interpretación 
en los tribunales internacionales de justicia y las diferencias que esta actividad presenta 
con respecto a la interpretación de conferencias utilizada en otros contextos. Asimismo, 
también se examinarán las dificultades a las que se enfrentan los intérpretes de dichas 
instituciones en el plano ético. Para ello, se investigarán los principios de 
funcionamiento de dichos tribunales y de sus correspondientes servicios de 
interpretación, se revisará la literatura existente sobre la ética en interpretación y se 
realizará un análisis comparativo sobre sus códigos deontológicos, los cuales deben 
sentar las bases del comportamiento ético de los intérpretes. 
 
1.1. Justificación y objetivos 
La práctica de la interpretación de conferencias tiene su origen hace menos de 
un siglo, tras los juicios de Núremberg (Baigorri-Jalón 2004:11), que tuvieron lugar 
entre 1945 y 1946. Desde aquella época, esta disciplina ha cobrado gran importancia, 
sobre todo como herramienta que facilita la comunicación en las relaciones 
internacionales. 
En este sentido, una de las vertientes más recientes de las relaciones 
internacionales, que también viene aumentando su visibilidad y relevancia desde hace 
tiempo, son los tribunales internacionales. La importancia de la interpretación en estas 
instituciones radica en su capacidad para permitir el acceso igualitario a la justicia, 
independientemente de la lengua de comunicación principal de los participantes en los 
procesos. Sin embargo, a pesar de la importancia de la interpretación en las relaciones 
jurídicas internacionales, la ética de los intérpretes que trabajan en esta área resulta aún 
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un campo de estudio muy reciente, en el que apenas se han llevado a cabo 
investigaciones hasta la fecha. 
Por tanto, debido a la relevancia de la interpretación en los tribunales 
internacionales y a la falta de estudios en este campo, se ha considerado de interés la 
realización de una investigación sobre las características y dificultades de esta 
disciplina. Por otra parte, para que los resultados sean representativos para el conjunto 
de la investigación, se han seleccionado tres tribunales internacionales en función de su 
importancia y reconocimiento a nivel internacional y que por sus características 
específicas sean representativos del conjunto de tribunales internacionales. 
Los objetivos específicos del estudio son los siguientes: 
- Analizar las características concretas de los tribunales internacionales 
objeto de estudio y de sus servicios de interpretación. 
- Examinar los elementos que influyen en la toma de decisiones por parte del 
intérprete, atendiendo a aquello que se considera “ético” o “correcto”. 
- Contrastar y analizar los diferentes códigos deontológicos de los tres 
tribunales internacionales estudiados, así como de otras asociaciones 
internacionales relevantes. 
 
1.2. Fuentes y metodología 
Este estudio de investigación está basado en una metodología cualitativa. 
Consiste en una revisión y una comparativa de la bibliografía y legislación relevante 
para el cumplimiento de los objetivos propuestos. 
Podemos dividir las fuentes en varios grupos: 
En primer lugar, los documentos legales que rigen el funcionamiento de los 
tribunales internacionales, entre los que encontramos el Estatuto del Tribunal Penal 
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Internacional para la ex Yugoslavia, el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional de 17 de julio de 1998, las Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte 
Penal Internacional, las Reglas de Procedimiento y Prueba del Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia, el Reglamento de procedimiento del Tribunal de 
Justicia, el Tratado de la Unión Europea, el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, el Convenio Europeo de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 
En segundo lugar, podemos distinguir un grupo de obras que versa sobre el 
funcionamiento de los tribunales internacionales de justicia y/o los servicios de 
interpretación de éstos: Baigorri-Jalón (2004), Beltrán Montoliu (2003), Cabezudo 
Rodríguez (2002), Fabeiro (2005), Geiss y Bulinckx (2006), Martín Salgado (2005), 
Pascual Olaguíbel (2010), Pascual Olaguíbel (2012), Schweda Nicholson (2009) y 
Virgos Soriano (1999), así como los apuntes de la asignatura Introduction au droit 
international impartida durante el curso 2014-2015 en el Institut Supérieur de 
Traduction et Interprétation, Bruselas. 
Un tercer grupo de documentos, a través de los cuales se pretende sentar la 
base teórica sobre la ética de la interpretación en los tribunales internacionales. La 
principal dificultad que se ha encontrado en este punto es la carencia de obras que traten 
la ética de la interpretación desde el punto de vista de los tribunales internacionales de 
justicia. Debido a las limitaciones temporales para la realización del presente Trabajo de 
fin de Grado, no resultó factible cambiar la metodología del mismo o acceder a 
intérpretes de estos organismos para realizar un estudio de campo más exhaustivo. Por 
tanto, se ha recurrido a otro tipo de bibliografía que presente principios extrapolables. 
Por un lado, encontramos aquellas obras referentes a la ética de la interpretación 
aplicada a la interpretación ante los tribunales a nivel europeo: Wiersinga (2003) y 
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Driesen (2003). Por otro lado, las relativas a los servicios públicos, principalmente los 
tribunales nacionales: Arrés López (2012), Arrés López (2013), Beltrán Aniento (2013), 
Hale (2007), Hickey (2005), Lázaro Gutiérrez (2009) y Schweda Nicholson (1994). Por 
último, un estudio sobre la ética profesional de la traducción y la interpretación desde 
un punto de vista genérico: Hortal Alonso (2007). 
Por último, para llevar a cabo el análisis de códigos deontológicos se han 
consultado los códigos éticos del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, el 
código ético de la asociación EULITA (European Association for Legal Interpreters 
and Translators), el código ético de la AIIC (Asociación Internacional de Intérpretes de 
Conferencias) y el código ético y de responsabilidades profesionales de la NAJIT 
(National Association of Judiciary Interpreters & Translators) de Estados Unidos. 
 
1.3. Estructura 
El estudio se divide en tres partes, que coinciden parcialmente con los 
objetivos planteados al inicio del estudio: una primera parte donde se analizan las 
características de la interpretación en los tres tribunales seleccionados para la 
realización de la comparativa, una segunda en la que se presentan los puntos principales 
que son objeto de dilemas éticos en este ámbito de la interpretación en los tribunales 
internacionales y, por último, una tercera parte donde se analizan los códigos 
deontológicos relevantes para los objetivos del estudio. 
En la primera parte se analiza la legislación que rige los principios básicos de 
estos tribunales, así como su régimen lingüístico y sus servicios de interpretación. 
También se incluyen algunas consideraciones de autores sobre la interpretación en estas 
instituciones. 
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En la segunda parte se expone un marco teórico sobre la ética de la 
interpretación de conferencias y la interpretación ante los tribunales, que son las dos 
modalidades que reúne el contexto estudiado. 
Por último, en la tercera parte se define qué se entiende por un código 
deontológico y se hace una revisión de la bibliografía existente sobre los puntos básicos 
que debe incluir un código ético referido a la interpretación. El resultado de lo anterior 
se aplica al análisis específico de los códigos deontológicos correspondientes. 
 
2. LOS TRIBUNALES INTERNACIONALES DE JUSTICIA Y LA 
INTERPRETACIÓN 
A lo largo del siglo XX se institucionalizaron las relaciones internacionales con 
la creación de la Organización de las Naciones Unidas. Este hecho provocó que entraran 
en contacto dirigentes y representantes políticos y de otras esferas de distintas culturas e 
idiomas. Este hecho dio lugar al desarrollo y consolidación de la interpretación de 
conferencias con el fin de dar respuesta a las necesidades de comunicación 
interlingüística e intercultural, incluso entre distintos sistemas políticos y jurídicos, de 
toda esta estructura internacional. Asimismo, esta disciplina evolucionó a medida que 
evolucionaba el sistema de la ONU y sus necesidades (Baigorri-Jalón 2004:11). 
Posteriormente, surgieron los tribunales o cortes internacionales de justicia, 
que son aquellos con jurisdicción internacional creados a partir de la firma de tratados 
multilaterales entre diferentes Estados o en el marco de una organización internacional o 
regional. Podemos situar el inicio de la represión de delitos penales por parte de 
jurisdicciones internacionales en el Tribunal Militar Internacional de Núremberg y el 
Tribunal Militar Internacional de Tokio, en los que se juzgó a los grandes criminales de 
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guerra nazis y japoneses tras la Segunda Guerra mundial. En palabras de Geiss y 
Bulinckx (2006: 1), “la multiplicación de órganos internacionales judiciales y cuasi 
judiciales es hoy una característica propia del ámbito internacional”. 
Existen distintos tipos de tribunales internacionales, que podemos clasificar 
según distintos factores. Diferenciamos entre tribunales especializados, que tratan una 
temática concreta (por ejemplo, el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, 
establecido por la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, o el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que entienden de forma específica del derecho 
marítimo internacional y de derechos humanos, respectivamente) y los tribunales 
generales, con competencias más amplias (por ejemplo, el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea o la Corte Internacional de Justicia). También se pueden clasificar según 
su ámbito de aplicación, dividiéndose en tribunales regionales (entre los que se 
encuentran el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina) e internacionales (como la Corte Internacional de Justicia). 
Los sujetos principales del derecho internacional son los Estados y las 
organizaciones internacionales. Sin embargo, los particulares también están incluidos en 
la jurisdicción internacional y pueden considerarse sujetos activos del derecho 
internacional, cuando se hace referencia a sus derechos (en este sentido, hablamos de 
los derechos humanos o del derecho humanitario), o sujetos pasivos que reciben 
obligaciones (hablamos entonces de derecho penal internacional). Mientras que la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional y del Tribunal Penal Internacional para la ex 
Yugoslavia se centra en los particulares como sujetos pasivos del derecho, el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea tiene una jurisdicción más amplia y en él se celebran 
casos relativos tanto a particulares como a Estados y organismos públicos. 
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Buena prueba de la importancia de los servicios de interpretación en estos 
tribunales es el hecho de que éstos se incluyan como un derecho fundamental tanto en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (párrafo tercero del artículo 6: “Todo acusado 
tiene, como mínimo, los siguientes derechos: […] A ser asistido gratuitamente por un 
intérprete, si no comprende o no habla la lengua empleada en la audiencia”) y en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (párrafo tercero del artículo 14: 
“Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena 
igualdad a las siguientes garantías mínimas: […] A ser asistida gratuitamente por un 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal”), promulgado 
por la Organización de las Naciones Unidas. 
La interpretación de conferencias presenta unas características propias en este 
ámbito comunes a todos los tribunales. En primer lugar, es destacable el hecho de que a 
raíz de la implementación de cada uno de estos tribunales se crea una jurisdicción 
propia diferenciada de la de los diferentes países que los componen. Esto se debe a que 
se ha de dar cabida a múltiples realidades jurídicas distintas en las que existen conceptos 
diferentes que no siempre tienen un equivalente en otras culturas jurídicas. Hickey 
(2005: 19) explica que “en el campo jurídico las figuras, estructuras y prácticas varían 
según la jurisdicción de que se trate” y añade: 
 
Esto hace depender fuertemente la facilidad, dificultad o imposibilidad de la 
traslación de este tipo de textos de varios factores extratextuales, entre los que la 
familia jurídica tiene una importancia destacada: el grado de correspondencia 
entre las realidades, conceptos y figuras de ambos ordenamientos jurídicos así 
como el de la correspondencia entre la terminología de la lengua de partida y la 
de la lengua meta está claramente influido por la cultura jurídica en la que se 
originan los documentos. 
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Es decir, además de un dominio de la temática y terminología propias del 
campo sobre el que versan las vistas, que puede ser muy variado, el intérprete ha de 
tener los conocimientos suficientes sobre los diferentes ordenamientos jurídicos con los 
que trabaja y dominar la terminología jurídica. Para Pascual Olaguíbel (2010), éste es 
uno de los principales retos para los intérpretes que trabajan en estas instituciones ya 
que se encargan de mediar en una situación en la que entran en contacto los distintos 
ordenamientos jurídicos nacionales e incluso el ordenamiento jurídico propio en el que 
se ubica el tribunal. La autora destaca la necesidad del intérprete de conocer el “hilo 
argumental” del asunto, saber cuál es la posición defendida por cada una de las partes 
con todos los matices y dominar los términos jurídicos y los específicos del tema. Si el 
intérprete no cuenta con todos estos conocimientos, las lenguas de trabajo le sirven de 
poco.  
Martín Salgado (2005: 221) refuerza esta idea con respecto al Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia y destaca la dificultad de encontrar equivalentes 
lingüísticos en el lenguaje jurídico de esta institución: 
 
Los juristas que trabajan en el Tribunal provienen de sistemas jurídicos 
diversos, a los que como es natural tienden a hacer referencia. Junto con ello, 
estos juristas deben operar en un sistema sui generis que no pertenece a ningún 
sistema en particular 
 
En estos tribunales, por tanto, se emplean conceptos provenientes tanto de los 
distintos sistemas nacionales de derecho como del derecho internacional y comunitario, 
aunque en muchos casos en la jurisprudencia de cada tribunal se van creando conceptos 
con significado autónomo con el fin de crear un lenguaje común progresivamente 
(Martín Salgado 2005: 221). 
13 
 
Otra de las características principales de este género de interpretación que 
recalca Pascual Olaguíbel (2010) con respecto al Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea y que puede extrapolarse a los otros tipos de tribunales internacionales es que 
no puede tratarse de una interpretación aproximada y general, sino que se han de 
transmitir los matices y la terminología exacta usada por las partes. Esto se debe, en 
primer lugar, a que se trata de una situación comunicativa que la autora denomina 
“situación de alto contexto compartido”, ya que todas las partes implicadas tienen 
amplios conocimientos sobre el asunto. Esto es especialmente cierto en el caso del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, donde los comparecientes son siempre 
juristas, es decir, especialistas en la materia. Por otro lado, otra de las razones por las 
que se requiere una interpretación fidedigna es que de ésta dependen en gran medida las 
deliberaciones y sentencias que lleven a cabo los jueces, así como el trabajo de los 
abogados y fiscales. 
Debido a la gran profusión de tribunales internacionales, la investigación en 
este trabajo se ha centrado en tres tribunales específicos, que se han considerado 
representativos para el conjunto de tribunales internacionales de justicia: la Corte Penal 
Internacional
1
, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia. En los siguientes subapartados se analizan las 
características de estos tres tribunales, su régimen lingüístico y sus servicios de 
interpretación. Finalmente, se incluye un gráfico que recoge de forma comparada 
algunos de los datos básicos relevantes de estos tribunales. 
 
                                                 
1
 Aunque también se denomina comúnmente Tribunal Penal Internacional, a lo largo de este 
trabajo se usará la designación Corte Penal Internacional para evitar confusión con los Tribunales Penales 
Internacionales o Tribunales ad hoc. 
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2.1. Corte Penal Internacional 
La Corte Penal Internacional (CPI) es un tribunal de reciente creación con sede 
en La Haya. Se trata del primer tribunal penal de ámbito internacional que tiene un 
carácter permanente. El objetivo de la Corte, expuesto en el preámbulo del Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, que rige su funcionamiento, consiste en mantener 
la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad. A pesar de estar vinculada al sistema 
de las Naciones Unidas, la CPI posee una personalidad jurídica propia y se considera 
una organización internacional autónoma; por tanto, el Estatuto de Roma sólo es 
vinculante para aquellos países que lo ratifiquen y ha de ser ratificado de forma 
independiente por cada Estado miembro de la ONU para que su jurisdicción sea 
aplicable a éstos. Dicho estatuto se redactó en 1998 y entró en vigor el 1 de julio de 
2002. 
Según datos del sitito web oficial de la Corte Penal Internacional, a día de hoy 
el Estatuto ha sido ratificado por 123 países de los 193 Estados miembros de la ONU 
(actualizado el 1 de abril de 2015), los cuales aceptan, por consiguiente, la jurisdicción 
de la Corte Penal Internacional. Encontramos ejemplos de países de todos los 
continentes que se han negado a ratificar el Estatuto de Roma, aludiendo principalmente 
a una supuesta pérdida de soberanía por parte de los tribunales nacionales del país. 
Entre estos se incluyen incluso tres de los cinco Estados miembros permanentes del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas: Estados Unidos, Rusia y China. 
Según lo dispuesto en el artículo 1 del Estatuto de Roma, la Corte “estará 
facultada para ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más 
graves de trascendencia internacional”, entre los que se incluyen principalmente los 
crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y crímenes de 
agresión. Además, se especifica que “tendrá un carácter complementario de las 
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jurisdicciones penales nacionales”; es decir, predomina el principio de 
complementariedad, lo cual implica que la Corte solamente intervendrá en caso de que 
el estado miembro no reprima las infracciones con seriedad. 
El artículo 50 (“Idiomas oficiales y de trabajo”) de dicho documento establece 
el régimen lingüístico de la Corte. El párrafo primero del mencionado artículo enumera 
los idiomas oficiales de la Corte, que coinciden con los de la Organización de las 
Naciones Unidas: el árabe, el chino, el español, el francés, el inglés y el ruso. Por 
consiguiente, las sentencias de la Corte y otras decisiones relativas a cuestiones 
consideradas fundamentales de los juicios serán publicadas en todos estos idiomas.  
El párrafo segundo de este mismo artículo especifica que entre los idiomas de 
trabajo solamente se incluyen el francés y el inglés. No obstante, según la Regla 41 
(“Idiomas de trabajo de la Corte”) de las Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte 
Penal Internacional, la Presidencia puede autorizar el uso de otro de los idiomas 
oficiales de la Corte como idioma de trabajo cuando considere que “ello daría mayor 
eficiencia a las actuaciones” o cuando: 
 
a) Ese idioma sea comprendido y hablado por la mayoría de quienes 
participan en una causa de que conozca la Corte y lo solicite alguno 
de los participantes en las actuaciones; o 
b) Lo soliciten el Fiscal y la defensa. 
  
Por otro lado, el Estatuto de la Corte establece también ciertos derechos para 
emplear su propio idioma a los participantes en este tipo de procedimientos. Las 
personas a las que se les reconoce explícitamente este derecho son las personas 
acusadas, las personas condenadas y aquellas personas que hayan de ser interrogadas 
por la Corte, quienes podrán disponer de los servicios de un “intérprete competente” y 
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de “las traducciones que sean necesarias a los efectos de cumplir el requisito de 
equidad”.  
En primer lugar, las personas acusadas podrán disponer del servicio de 
interpretación durante sus actuaciones ante la Corte y dispondrán de una traducción en 
su lengua de los documentos presentados durante el procedimiento (Artículo 67 
“Derechos del acusado” párrafo primero, apartado f); además tienen derecho a “ser 
informado sin demora y en forma detallada, en un idioma que comprenda y hable 
perfectamente, de la naturaleza, la causa y el contenido de los cargos que se le imputan” 
(Artículo 67 “Derechos del acusado, párrafo primero, apartado a). Por otro lado, las 
personas condenadas pueden recurrir a este servicio para la presentación de 
observaciones (Regla 203 “Observaciones del condenado” de las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, párrafo tercero, apartado a) y en los procedimientos para el 
examen de una reducción de la pena (Regla 224 “Procedimiento para el examen de una 
reducción de la pena” de las Reglas de Procedimiento y Prueba, párrafo primero). Por 
último, también podrán acceder al servicio de interpretación aquellas personas que 
hayan de ser interrogadas, a tenor de lo dispuesto en el artículo 55 (“Derechos de las 
personas durante la investigación”), párrafo primero, apartado c. 
La interpretación queda, por tanto, limitada a las relaciones entre los acusados, 
los condenados y las personas interrogadas con la Corte, puesto que el derecho a 
disponer de interpretación no se extiende ni a los candidatos a magistrados, ni al Fiscal 
y fiscales adjuntos, ni al Secretario y secretarios adjuntos, ni a los abogados defensores, 
para los cuales se especifica que “deberán tener un excelente conocimiento y dominio 
de por lo menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte”.  
En cuanto a las lenguas para las que se ofrece interpretación en la Corte, 
Schweda Nicholson (2009) hace hincapié en que todos los procesos en etapa de 
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investigación  en 2009 en la Corte Penal Internacional estaban relacionados con países 
africanos (República Democrática del Congo, Uganda, República Centroafricana, Sudán 
–concretamente Darfur-, Kenia, Libia, Costa de Marfil y Mali), por tanto, se requiere un 
servicio de interpretación que dé cabida al uso de varias lenguas africanas en los 
procesos. La autora hace mención a lenguas como el suajili, el lingala o el kingwana. 
Por otro lado, la sección de ofertas de empleo de la CPI (eRecruitment) refuerza esta 
idea, ya que se puede observar que todas las ofertas de empleo relacionadas con la 
interpretación  incluyen en su perfil lenguas africanas, como el idioma fula, el sango, el 
bambara, el songhay, entre otros (última consulta el 24 de mayo de 2015). 
Sin embargo, recientemente se han iniciado otros procesos que tienen por 
objeto otros países no exclusivamente africanos, lo cual dará lugar al uso de otras 
lenguas en los procedimientos: Afganistán, Colombia, Nigeria, Georgia, Guinea, 
Honduras, Iraq, Ucrania y Palestina. Estos asuntos se encuentran todavía en una etapa 
de investigación preliminar y, por tanto, aún no se ha celebrado ninguna vista al 
respecto, aunque se están llevando a cabo investigaciones sobre el terreno, para las que 
también son necesarias intérpretes. 
Por último, atendiendo a la modalidad y localización del servicio de 
interpretación podemos diferenciar dos tipos de intérpretes que llevan a cabo su labor en 
el marco de la CPI: los intérpretes que trabajan en la sede del tribunal en La Haya 
durante las vistas que se celebran en la Corte (quienes emplean en general la modalidad 
de interpretación simultánea) y los intérpretes sobre el terreno, quienes suelen ser 
intérpretes locales y acompañan a los encargados de llevar a cabo las investigaciones en 
el lugar de los hechos y, en ocasiones, también en trabajos de investigación en la propia 
Corte en La Haya. El trabajo de estos últimos se asemeja más a la interpretación para 
los servicios públicos. Según Schweda Nicholson (2009), uno de los retos principales 
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para el servicio de interpretación de la CPI consiste en la contratación de esta segunda 
modalidad de intérpretes, puesto que, además de la dificultad para localizar intérpretes 
locales que hablen las lenguas que se solicitan, en muchas ocasiones también es 
necesario ofrecerles una formación previa para obtener un servicio de calidad necesario 
para el desarrollo de las funciones de la Corte, porque, a pesar de conocer las lenguas de 
trabajo, en la mayor parte de los casos no son especialistas en esta disciplina. 
Por otro lado, se puede destacar otro tipo de posición en la CPI relacionada 
también directamente con la interpretación: los peritos de la dependencia expertos en 
interpretación y traducción. Los profesionales que trabajan en esta dependencia son 
especialistas en la materia que colaboran con la Fiscalía para ofrecer asesoramiento y 
asistencia acerca de los servicios de traducción e interpretación con el objetivo de 
garantizar la protección y seguridad de los testigos y víctimas. Estos peritos controlan 
que la calidad de la traducción y de la interpretación sea correcta y, por tanto, aseguran 
este derecho a las partes. 
 
 
2.2. Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) es una institución de la 
Unión Europea con sede en Luxemburgo que ostenta el poder judicial de dicha 
organización. Este tribunal se encuentra regulado por la sección quinta del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), por el Protocolo (nº3) sobre el Estatuto 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea -que se encuentra anexado al TFUE- y por 
los Reglamentos Internos y de Procedimiento. 
El TJUE está formado por dos órganos diferentes de carácter general: El 
Tribunal de Justicia y el Tribunal General. El primero fue creado en 1952 con el nombre 
de Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, denominación que cambió en 
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2009 a la actual, y es la máxima instancia en el sistema del derecho comunitario de la 
Unión Europea. Con el objetivo de ampliar el sistema a un sistema con más de una 
instancia jurídica, se creó en 1988 el Tribunal General (que en un principio se denominó 
Tribunal de Primera Instancia) al que se transfirieron ciertas competencias del Tribunal 
de Justicia. Las resoluciones de ambos tribunales son vinculantes para el resto de 
organismos de la Unión Europea.  
Por otro lado, existen también Tribunales especializados, que conocen en 
primera o única instancia materias concretas del régimen jurídico de la Unión Europea, 
al contrario que los otros dos tribunales de carácter general, que tratan una gran 
variedad de temas. El único tribunal especializado en funcionamiento en la actualidad es 
el Tribunal de la Función Pública de la Unión Europea. Éste último se encuentra 
adscrito al Tribunal General y conoce en primera instancia litigios entre la Unión 
Europea y sus agentes, en particular asuntos relativos a las relaciones laborales y 
seguridad social. 
El Tribunal de Justicia está formado por un juez de cada país de la UE y nueve 
abogados generales, que, según el artículo 252 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, asisten a las vistas y presentan públicamente, con total imparcialidad e 
independencia, sus conclusiones sobre los asuntos tratados, para contribuir a la toma de 
una decisión por parte de los jueces. El objetivo principal del TJUE es interpretar el 
derecho comunitario para que se aplique uniformemente en todos los países miembros y 
resolver conflictos legales entre los gobiernos y las instituciones de la UE, entre 
particulares y empresas y entre las propias instituciones de la UE. 
Los litigios en este tribunal se dividen en dos fases: una escrita y una oral. En 
la fase escrita, las partes del litigio presentan sus observaciones por escrito al juez 
responsable del asunto, que son posteriormente resumidos por éste para la vista oral. En 
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la fase oral o vista pública, que es en la que se centrará el presente estudio al tratarse de 
la fase en la que entra en juego la interpretación, los abogados de las partes presentan 
sus argumentos ante los jueces (quienes pueden agruparse en formaciones de sala –de 
tres a cinco jueces-, de gran sala –trece jueces- o en pleno) y el abogado general, que 
puede hacer preguntas y expone posteriormente sus conclusiones para que los jueces 
deliberen y dicten sentencia. La principal diferencia de funcionamiento entre el Tribunal 
de Justicia y el Tribunal General es que en este último no existe la figura del abogado 
general. 
Con arreglo al artículo 36 (“Lenguas de procedimiento”) del capítulo octavo 
del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia, que establece el régimen 
lingüístico de dicha institución, las posibles lenguas de procedimiento del Tribunal 
coinciden con las lenguas oficiales de la Unión Europea y son: el alemán, el búlgaro, el 
checo, el danés, el eslovaco, el esloveno, el español, el estonio, el finés, el francés, el 
griego, el húngaro, el inglés, el irlandés, el italiano, el letón, el lituano, el maltés, el 
neerlandés, el polaco, el portugués, el rumano y el sueco. Asimismo, el Reglamento de 
Procedimiento del Tribunal de Justicia establece unas reglas claras en el artículo 37 
(“Determinación de la lengua de procedimiento”) para la elección de la lengua de 
procedimiento en cada proceso. 
Fabeiro (2005: 85) distingue entre la lengua de procedimiento y la lengua de 
trabajo interna del Tribunal de Justicia, que es aquélla que utilizan los miembros del 
tribunal y su personal para la comunicación interna y el trabajo común. En esta 
institución la lengua de trabajo es el francés, por tanto, cuando se usa una lengua de 
procedimiento distinta, los jueces y los abogados reciben los servicios de traducción o 
interpretación correspondientes hacia dicha lengua de trabajo. 
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Por su parte, cabe destacar que el artículo 38 (“Empleo de la lengua de 
procedimiento”) del Reglamento de Procedimiento hace referencia a la traducción de 
documentos, pero no explícitamente a la interpretación. No obstante, reconoce el 
derecho de los Estados miembros y Estados terceros, así como del Presidente y 
Vicepresidente del Tribunal, Presidentes de Sala, Jueces y Abogados General a emplear 
una lengua de las incluidas en el artículo 36 distinta a la lengua de procedimiento tanto 
en los documentos escritos como en manifestaciones orales. 
En lo que respecta a los idiomas para los que se ofrece interpretación, es 
relevante el hecho de que no sólo se interpreta entre las lenguas expuestas en el artículo 
36, sino que se permite el empleo de los idiomas oficiales de los Estados partes en el 
Acuerdo EEE y del Órgano de Vigilancia de la AELC (es decir, Islandia, Liechtenstein, 
Suiza y Noruega) cuando estos Estados “participen en un procedimiento prejudicial o 
cuando intervengan en un litigio ante el Tribunal”, por lo que cabría incluir el islandés y 
el noruego de forma esporádica. Por otro lado, también se permite el empleo de otras 
lenguas con el fin de facilitar el desarrollo de los procesos a los testigos y peritos que 
“declaren que no pueden expresarse convenientemente en una de las lenguas 
mencionadas en el artículo 36”. 
El TJUE cuenta en la actualidad con una plantilla de aproximadamente 70 
intérpretes, a los cuales se suman los intérpretes free-lance (aproximadamente 350 al 
año). Pascual Olaguíbel (2012) subraya algunas de las características específicas de la 
interpretación en este tribunal que la diferencian de la ofrecida en otras instituciones 
europeas y en los otros tribunales de justicia. Con respecto a otras instituciones 
europeas, el Tribunal de Justicia de la UE destaca por su lenguaje altamente 
especializado y el tipo de contexto comunicativo, ya que la mayor parte del trabajo de 
los intérpretes se desarrolla en las vistas, lo cual exige al intérprete conocer el fondo 
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jurídico y su funcionamiento. Por esta razón, se trata de la única institución que contrata 
a los intérpretes free-lance una jornada extra que se dedica exclusivamente a la 
preparación y documentación sobre el expediente para la sesión de interpretación 
durante la vista. Con respecto a otros tribunales internacionales, la característica más 
destacable que diferencia la interpretación en el TJUE es la variedad temática. A pesar 
de compartir el fondo jurídico, los temas tratados abarcan muchos tipos de derecho y de 
cuestiones, mientras que en los otros dos tribunales estudiados los casos se centran en 
crímenes graves (genocidios, crímenes de guerra…). 
Los clientes principales que hacen uso del servicio de interpretación son los 
jueces y abogados generales de la nacionalidad o idioma hacia el que se interpreta y las 
partes, que en el caso de la cabina española suelen corresponder a representantes del 
reino de España y a empresas y particulares de idioma español (Pascual Olaguíbel 
2012). 
Aunque cada una de las instituciones de la Unión Europea tiene su propia 
Dirección de Interpretación, la contratación de intérpretes es común. Las condiciones de 
acceso para intérpretes a esta institución difieren de las de los traductores, ya que a estos 
últimos se les exige una formación oficial en derecho (jurista lingüista) que no se exige 
para los intérpretes, que, no obstante, también deben tener ciertos conocimientos 
jurídicos. La contratación se realiza a través de oposiciones, que se convocan 
atendiendo a las necesidades lingüísticas de las instituciones europeas en cada 
momento. 
 
2.3. Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia 
El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) fue creado en 
1993 por iniciativa del Consejo de Seguridad de la ONU con el objetivo de juzgar a los 
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particulares acusados de violaciones graves de los derechos humanitarios ocurridas en la 
antigua Yugoslavia. Dicho tribunal pertenece al grupo de los Tribunales Penales 
Internacionales, también denominados tribunales ad hoc, del que es otro ejemplo el 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda. Este tipo de tribunales son anteriores a la 
Corte Penal Internacional y sientan las bases para la creación de ésta última.  
El funcionamiento de la Corte Penal Internacional y de los Tribunales Penales 
Internacionales es similar. Ambos tipos de tribunales son competentes penalmente para 
juzgar actos de genocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra, es decir, 
crímenes considerados particularmente graves. Destacan tres principios comunes en 
ambos tribunales: los juicios en ambas jurisdicciones están asistidos por un fiscal 
independiente, no se tienen en cuenta las inmunidades tradicionalmente reconocidas a 
jefes de Estado y diplomáticos, entre otros cargos, y existe una obligación de 
colaboración con los tribunales por parte de los Estados signatarios. 
Sin embargo, existen diferencias notables entre la CPI y los Tribunales Penales 
Internacionales. Por un lado, los Tribunales Penales Internacionales fueron creados por 
resolución del Consejo de Seguridad de la ONU y, por tanto, se imponen 
inmediatamente al conjunto de países miembros de las Naciones Unidas, mientras que 
el Estatuto de la Corte Penal Internacional solamente es vinculante para aquellos estados 
que lo ratifiquen. En este sentido, los Tribunales Penales Internacionales son órganos 
subsidiarios del Consejo de Seguridad y no poseen una personalidad jurídica propia ni 
pueden considerarse una organización internacional autónoma como la Corte. En 
segundo lugar, los Tribunales Penales Internacionales tienen una competencia limitada a 
aquellos crímenes cometidos en cierto estado, en este caso los hechos ocurridos a partir 
de enero de 1991 en el territorio de la antigua Yugoslavia como se establece en el 
artículo 1 del Estatuto del tribunal, mientras que la competencia de la Corte Penal 
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Internacional se extiende a los crímenes cometidos en cualquier estado que forme parte 
de la convención o por cualquiera de sus ciudadanos. Por último, cabe señalar que la 
competencia de los Tribunales Penales Internacionales supera la de la justicia de cada 
estado, lo cual significa que se puede solicitar el traslado de un caso desde la 
jurisdicción nacional como se establece en el párrafo segundo del artículo 9 
(“Competencias concurrentes”) del Estatuto, lo cual contrasta con el principio de 
complementariedad de la Corte. 
A tenor de lo dispuesto en el artículo 33 (“Lenguas de trabajo”) del Estatuto y 
al párrafo A de la regla 3 de las Reglas de Procedimiento y Prueba, las lenguas de 
trabajo serán el inglés y el francés, al igual que en la Corte Penal Internacional. No 
obstante, los párrafos B y C de la regla 3 estipulan que el acusado y toda aquella 
persona que compadezca ante el TPIY y que no sea el abogado de la defensa tiene 
derecho a usar su propia lengua, aun cuando sea diferente de las lenguas de trabajo. Un 
abogado de la defensa que no hable ninguna de las lenguas del tribunal podrá solicitar 
permiso a la Presidencia del tribunal para recurrir a los servicios de interpretación, la 
cual decidirá qué parte de los costes serán asumidos por el TPIY (Regla 3, párrafo D). 
El Secretario del Tribunal se encargará de llevar a cabo los trámites para la 
interpretación y traducción pertinentes. 
Entre las garantías mínimas que se establecen para el acusado en el párrafo 
cuarto del artículo 21, se encuentra el derecho a ser asistido por un intérprete si no 
entiende o no habla alguna de las lenguas del tribunal y el derecho a ser informado 
rápidamente, en detalle y en una lengua que comprenda de los cargos que se le imputan. 
Por tanto, (artículos 21 y 33) las sesiones de audiencia se interpretan simultáneamente al 
inglés, francés y al idioma del acusado. 
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 Como ya apunta Martín Salgado (2005: 216), los testigos y acusados 
provienen de la ex Yugoslavia y sólo comprenden y hablan bosnio-croata-serbio
2
 o 
albanés. Como se puede comprobar, las lenguas disponibles en el sitio web oficial del 
tribunal son el inglés, el francés, el bosnio-croata-serbio, el albanés y el macedonio. Es 
más, gran parte de los documentos, entre los que se incluyen el Estatuto, las Reglas de 
Procedimiento y Prueba y la jurisprudencia del tribunal, se encuentran traducidos a 
todos estos idiomas, aunque se da prioridad al bosnio-croata-serbio, al que se 
encuentran traducidos la casi totalidad de los documentos, ya que es la lengua de la 
mayoría de los acusados, aproximadamente unos 60 (Martín Salgado 2005: 216). 
En el ámbito del TPIY, existen también distintas modalidades de 
interpretación. A la interpretación simultánea usada en las sesiones de audiencia se 
suma también otro tipo de interpretación (normalmente consecutiva o bilateral) de la 
que se hace uso durante la investigación del delito por parte del fiscal (interrogatorios de 
sospechosos o acusados) y en la Unidad de Detención (Martín Salgado 2005: 218).  
A continuación, a modo de recapitulación, se incluye un cuadro en el que se 
pueden observar las características básicas de los tres tribunales tratados y de sus 
servicios de interpretación. 
  
 
                                                 
2
 Antes de la disolución de Yugoslavia, el bosnio, el croata y el serbio eran considerados 
variantes dialectales de una sola lengua, el serbocroata. Posteriormente, con la creación de los distintos 
Estados modernos que se disgregaron de dicho país, se promovió la identidad nacional de cada Estado y 
la existencia de lenguas nacionales distintas. A los efectos del TPIY, se siguen considerando una sola 
lengua inteligible. 
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 Corte Penal Internacional 
(CPI) 
Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE) 
Tribunal Penal Internacional 
para la ex Yugoslavia (TPIY) 
Fecha de establecimiento 1998 1952 (Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas) / 2009 
(Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea) 
1993 
Documento constitutivo Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional 
Tratado de París (TJCE) / Tratado 
de Lisboa (TJUE) 
Resolución 827 del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas  
Sede La Haya, Países Bajos Luxemburgo, Luxemburgo La Haya, Países Bajos 
Permanente Sí Sí No 
Personalidad jurídica 
propia 
Sí Sí No 
Documentos que regulan 
su funcionamiento 
Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional y Reglas 
de procedimiento y prueba de 
la Corte Penal Internacional 
Sección quinta del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión 
Europea, Protocolo nº3 sobre el 
Estatuto del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea y Reglamentos 
internos y de procedimientos 
Estatuto del Tribunal Penal para la 
ex Yugoslavia y Reglas de 
procedimiento y prueba del 
Tribunal penal para la ex 
Yugoslavia 
Materia en que son 
competentes 
Crímenes muy graves de 
trascendencia internacional 
(crímenes de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra y 
crímenes de agresión) 
Temática variada Crímenes muy graves de 
trascendencia internacional 
(crímenes de genocidio, crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de 
guerra) 
Competencia territorial Tribunal internacional Tribunal regional (Unión Europea) Tribunal regional (territorios que 
conformaban la antigua Yugoslavia) 
Competencia temporal Desde el 1 de julio de 20023 Desde el 23 de julio de 1952 Desde el 1 de enero de 19913 
Competencia personal Personas físicas Instituciones de la Unión Europea, 
gobiernos de la Unión Europea y 
personas físicas y jurídicas 
Personas físicas 
Competencia concurrente 
respecto de los tribunales 
nacionales 
Complementariedad Prevalencia del TJUE Prevalencia del TPIY 
Lenguas oficiales Árabe, chino, español, 
francés, inglés, ruso 
Alemán, búlgaro, checo, danés, 
eslovaco, esloveno, español, 
estonio, finés, francés, griego, 
húngaro, inglés, irlandés, italiano, 
letón, lituano, maltés, neerlandés, 
polaco, portugués, rumano y sueco 
Inglés y francés 
Lenguas de trabajo Inglés y francés, aunque las 
lenguas oficiales pueden 
considerarse lenguas de 
trabajo en aquellos casos en 
que así lo estime el tribunal 
Lengua de procedimiento: 
cualquiera de las lenguas oficiales 
Lengua de trabajo: francés 
Inglés y francés 
Reconocimiento del 
derecho a la 
interpretación  
Sí No se habla expresamente de 
interpretación, pero se reconoce el 
derecho a expresarse en la lengua 
propia en las manifestaciones orales 
ante el tribunal 
Sí 
Combinaciones 
habituales del servicio de 
interpretación  
Lenguas africanas < > 
Lenguas de trabajo 
Lenguas oficiales, islandés y 
noruego 
Bosnio-croata-serbio y albanés < > 
Lenguas de trabajo 
Encargado de llevar a 
cabo los trámites para la 
interpretación 
Secretario Secretario Secretario 
Existencia de un código 
deontológico para 
intérpretes 
Sí No Sí 
Modalidad de 
interpretación en las 
vistas 
Interpretación simultánea Interpretación simultánea Interpretación simultánea 
Clientes principales de la 
interpretación 
Acusado, condenado y 
personas interrogadas 
Jueces y abogados generales de 
lengua española, representantes del 
reino de España, empresas y 
particulares 
Acusado, condenado y personas 
interrogadas 
 
Los tribunales internacionales de justicia, régimen lingüístico y servicios de interpretación. 
                                                 
3
 Geiss y Bulinckx (2006: 10) 
27 
 
3. LA ÉTICA EN LA INTERPRETACIÓN 
Cuando se habla de los dilemas a los que se enfrenta el intérprete, nos 
referimos a aquellas cuestiones de tipo ético que se plantean en el ejercicio de su 
profesión. Es de destacar que no existen unos preceptos universales válidos para todos 
los géneros de interpretación a los que el intérprete pueda adherirse ante las diferentes 
situaciones problemáticas con las que se deberá enfrentar. Este tema ha sido recurrente 
sobre todo en la investigación para la interpretación en los servicios públicos, aunque no 
tanto en la interpretación de conferencias. Debido a la falta de bibliografía sobre la ética 
en la interpretación de conferencias y, más específicamente, en los tribunales 
internacionales de justicia, se ha recurrido a los estudios sobre interpretación en los 
servicios públicos, en especial aquellos referidos a la interpretación ante los tribunales 
nacionales, de los que se pueden extraer ciertas características compartidas. 
El contexto jurídico internacional es un ambiente profesional en el que a las 
inherentes dificultades de índole terminológica, procedimental y conceptual del proceso 
de interpretación se suman multitud de dilemas éticos. Estas dificultades surgen como 
resultado de las características de los propios participantes en el acto comunicativo –su 
papel en la situación comunicativa y su personalidad- o como resultado del contexto que 
rodea el acto comunicativo (Schweda Nicholson 1994: 79), en este caso, una vista en 
una sala de audiencias internacional. 
Debido a la idiosincrasia de este tipo de situación comunicativa y a la gran 
responsabilidad atribuida al intérprete, éste puede encontrarse en muchas ocasiones en 
la obligación de tomar decisiones que afecten a alguna de las partes. Una de las 
características de la interpretación en los tribunales internacionales de justicia que más 
condiciona el trabajo de los intérpretes es el hecho de que en estos tribunales se suelen 
tratar delitos de especial gravedad, como en la CPI o el TPIY, o de gran repercusión 
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política o social (las sentencias del TJUE son vinculantes para las otras instituciones de 
la UE y países que la conforman). Este hecho significa que la interpretación ha de ser 
fiel y exacta, a la par que imparcial, para que el proceso jurídico se pueda desarrollar de 
manera correcta y justa. 
Prueba de la preocupación que genera lo anteriormente expuesto es la promesa 
solemne promulgada por las Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal 
Internacional para los intérpretes: 
 
Artículo segundo de la Regla 6 de las Reglas de Procedimiento y Prueba 
(Promesa solemne del personal de la Fiscalía y de la Secretaría y de los 
intérpretes y traductores): 
Antes de tomar posesión de su cargo, cada intérprete o traductor hará la 
siguiente promesa:  
                     “Declaro solemnemente que desempeñaré mis funciones 
de manera fiel e imparcial y con pleno respeto del deber de 
confidencialidad.” 
La promesa, firmada por quien la haga y con el testimonio del Presidente de la 
corte o de su representante, será depositada en la Secretaría y formará parte de 
los archivos de la Corte. 
 
La regla 76 de las Reglas de Procedimiento y Prueba del Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia, por su parte, también incluye un requisito similar: 
 
Before performing any duties, an interpreter or a translator shall solemnly 
declare to do so faithfully, independently, impartially and with full respect for 
the duty of confidentiality. 
 
Hortal Alonso (2007: 147) califica el contexto comunicativo en el que una de 
las partes no habla la lengua oficial de la institución como una situación carencial, es 
decir, los derechos de una de las partes, normalmente los acusados o las personas que 
son interrogadas, se ven restringidos porque la persona no domina el idioma en el que se 
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le habla y no tiene posibilidad de responder. En esta situación, “el intérprete tiene como 
principal función precisamente la de posibilitar el pleno ejercicio de los propios 
derechos” (ídem). 
 
El papel del intérprete 
En primer lugar, es importante que el intérprete conozca cuál es su función en 
este ámbito. A grandes rasgos, podemos definir la tarea del intérprete como la de un 
mediador interlingüístico e intercultural que da respuesta a las necesidades de 
comunicación entre las partes que intervienen en las vistas de los tribunales 
internacionales. Su función principal, por tanto, es que se produzca comprensión entre 
estas partes. Sin embargo, diversos autores debaten sobre qué implica la búsqueda de 
comprensión entre las partes: adaptar el discurso al nivel social del oyente, intervenir 
para que se produzca un acuerdo… 
Según Hortal Alonso (2007: 145), cuando el intérprete trabaja en una 
institución, como los intérpretes de conferencias que trabajan en organismos 
internacionales, se le asigna un rol profesional en cuyos límites se puede mover en 
razón de los servicios para los que se le ha contratado. Por tanto, el papel de los 
intérpretes vendría definido por lo que se espera de él en esta institución.  
A un nivel más general, existe la creencia de que el intérprete ha de ser un 
“cristal” transparente que es atravesado por toda la información transmitida por los 
interlocutores sin sufrir ningún tipo de modificación (Schweda Nicholson 1994: 82). 
Teniendo en cuenta este principio, la única función del intérprete es facilitar la 
comunicación sin modificar, añadir o eliminar ningún tipo de información. 
Esta idea es especialmente interesante en el contexto de los tribunales 
internacionales de justicia. Como afirma Pascual Olaguíbel (2012), de la interpretación 
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en estos tribunales dependen las sentencias dictadas por los jueces, por lo tanto no 
puede ser sólo aproximada, sino que debe ser precisa. Es importante que se transmitan 
todos los matices y términos exactos, ya que reflejan la manera de expresarse de los 
interlocutores y un cambio podría condicionar las consecuencias del juicio (por ejemplo, 
dando una imagen errónea del acusado a los magistrados).  
Por el contrario, Lázaro Gutiérrez (2008: 1) habla de ciertas situaciones a las 
que se enfrenta el intérprete en las que, “por distintos motivos, no puede limitarse a ser 
un simple instrumento transmisor de un mensaje y se convierte en un elemento activo 
dentro del contexto en el que se halla trabajando”. Esto se debe a que el intérprete es un 
mediador tanto interlingüístico como intercultural y, por consiguiente, traslada un 
mensaje entre distintas culturas, no palabras aisladas. 
Encontramos un buen ejemplo de este tipo de conflicto cultural en Martín 
Salgado (2005: 217), quien explica el dilema ante el que se encontraron los intérpretes 
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia cuando uno de los hablantes 
pronunció el término kum. Este término hace referencia a una estructura cultural 
típicamente serbia que consiste en un vínculo entre dos familias sin relación de 
parentesco real y que no tiene equivalente en las lenguas de trabajo del tribunal. El 
procedimiento que siguieron los intérpretes del tribunal fue aportar una explicación 
general del término, a partir de la cual los jueces realizaron preguntas más específicas al 
orador para entender su significado. Esta manera de actuar es frecuente, debido a la 
necesidad de explicar a los participantes que interactúan a través del intérprete aspectos 
culturales de uno y otro o de transformar el mensaje de uno adecuándolo a la cultura del 
otro (Lázaro Gutiérrez 2008: 10). 
 
Imparcialidad 
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La imparcialidad en la interpretación merece especial atención, puesto que se 
considera uno de los puntos clave que debe respetar el intérprete y ha sido fuente de 
numerosos estudios. Además, resulta prácticamente imposible localizar un código 
deontológico sobre interpretación en el que no se haga mención explícita a este 
principio ético. Los errores más comunes causados por el incumplimiento de este 
principio son las omisiones, añadiduras, alteraciones, énfasis inexistentes en el 
original… 
Este dilema deriva del hecho de que el intérprete domine ambos idiomas y 
culturas entre los que se lleva a cabo la comunicación, lo cual le otorga la posibilidad 
del abuso de poder, puesto que el intérprete tiene la capacidad de alterar o suprimir 
partes del discurso, insinuar cosas distintas, etc. (Hortal Alonso 2007: 151). 
En términos generales, se cumple con el principio de imparcialidad cuando el 
intérprete no modifica el  discurso del orador para implantar sus propias ideas o para 
crear un efecto en el oyente distinto del que pretende el orador. Schweda Nicholson 
(1994: 85-86) afirma que a los intérpretes, en tanto que seres humanos, les es imposible 
no formarse una opinión personal sobre los hechos que observan durante el desarrollo 
del proceso jurídico; no obstante, no deben transmitir su actitud ni reacción alguna que 
la denote (gestos, expresiones, tono de voz…). El intérprete debe, por tanto, mantenerse 
invisible hasta el punto que le sea posible. 
Beltrán Aniento (2013: 13), por su parte, afirma que se puede considerar que 
“la imparcialidad no existe, porque cada uno de nosotros vive acorde con unas 
narrativas que considera éticas y moralmente aceptables”. Sin embargo, admite que es 
posible establecer unos límites moralmente universales. 
Martín Salgado (2005: 218) pone de relieve los esfuerzos del TPIY por 
salvaguardar la imparcialidad de los intérpretes. La autora cita como ejemplo una 
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ocasión, durante el asunto Delalić, en que la defensa citó a declarar a uno de los 
intérpretes como testigo, alegando que había interpretado una conversación durante la 
cual la fiscalía había intimidado a su cliente. La solicitud fue desestimada porque se 
consideró que “la administración de justicia debe proteger a los intérpretes de la 
aprensión constante de verse involucrados en un conflicto entre las partes respecto al 
desempeño de sus funciones”. 
 
Integridad y precisión/fidelidad 
La dificultad de este concepto reside en definir qué se considera fidelidad. No 
son pocos los estudiosos que se preguntan si la fidelidad consiste en reproducir las 
palabras una a una, alterando lo menos posible la traducción, o en considerar también el 
escopo, es decir su receptor y su objetivo. 
Schweda Nicholson (1994: 86) menciona la necesidad de transmitir el mensaje 
con integridad y precisión. La autora sugiere la doble necesidad de transmitir fielmente 
el contenido del discurso expresado por el emisor pero adaptándolo a los receptores. Sin 
embargo, alerta sobre el riesgo de alterar la elocución del emisor para adaptarlo al 
registro del receptor o a la situación comunicativa, ya que esto podría distorsionar el 
mensaje o la imagen que percibe el receptor, ambos muy importantes en el contexto que 
nos ocupa. También según Schweda Nicholson, no forma parte del trabajo del intérprete 
enmendar incorrecciones o dar sentido a una intervención que carece de él.      
 
Confidencialidad y secreto profesional 
Hortal Alonso (2007: 152) clasifica a los intérpretes entre las profesiones en las 
que los profesionales tienen acceso a “información o a esferas de la vida de otras 
personas que normalmente están reservadas al ámbito privado o íntimo”, ya que esta 
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información es necesaria para llevar a cabo correctamente su trabajo. El autor alude a 
los códigos de ética de los tribunales internacionales, que hacen referencia explícita a la 
necesidad de confidencialidad:  
 
El mero hecho de revelar la identidad de algún testigo protegido puede suponer 
peligro para la vida de ese testigo y a la vez imposibilidad de poder tener 
pruebas para juzgar delitos contra la humanidad. 
 
Hortal Alonso (2007: 154) también hace énfasis en que los intérpretes no deben 
discutir los hechos que ocurren durante los procesos jurídicos en el desempeño de sus 
funciones. Éstos, además, no pueden aprovecharse de ninguna información confidencial 
obtenida en su desempeño laboral y su obligación de confidencialidad permanece 
incluso cuando el contrato con el tribunal ya ha expirado. 
 
Otros aspectos 
Aparte de las cuatro dimensiones éticas principales anteriormente expuestas, 
Schweda Nicholson (1994: 82-95) destaca otras de gran importancia, sobre todo en el 
ámbito de la interpretación en los tribunales. 
La autora hace referencia a las competencias y habilidades necesarias de un 
intérprete. Se lamenta de que en muchas ocasiones los intérpretes no se preguntan si 
están preparados antes de aceptar un encargo y achaca la posible falta de preparación a 
distintas causas: una carencia de competencia lingüística, falta de formación en técnicas 
de interpretación, desconocimiento de los procedimientos jurídicos o de la terminología 
y la jerga jurídica. Por su parte, Driesen (2003: 112) añade que algunos intérpretes para 
los tribunales desconocen la existencia de las ya mencionadas técnicas de interpretación 
o se resisten a aprenderlas porque creen que no son necesarias o bien carecen de los 
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conocimientos suficientes de los idiomas de trabajo o del ámbito jurídico para el 
desempeño de la profesión; sin embargo, ni los usuarios ni las autoridades tienen 
capacidad para evaluar la calidad de la interpretación. 
Schweda Nicholson (1994:89) también menciona las situaciones de conflicto 
de intereses, especialmente cuando un intérprete está personalmente relacionado con un 
proceso o con una de las partes o cuando la temática o la situación lo hacen sentir 
incómodo, lo cual debería ser motivo de inhabilitación.  
Por último, la autora destaca la importancia de la formación profesional 
continua para mantenerse al día como profesional y para obtener formación sobre 
campos que no sean de su especialidad. Wiersinga (2003: 41) hace también hincapié en 
esto último, alegando que en el caso de los intérpretes, que debido a la naturaleza 
efímera e inmediata de los discursos con los que trabajan no disponen de tiempo para 
consultas, es esencial mantenerse al día de la temática jurídica de sus encargos. 
 
4. CÓDIGOS DEONTOLÓGICOS 
Los códigos deontológicos son normas de conducta profesional que reflejan 
unas reglas éticas básicas intentando dar respuesta a los dilemas que se afrontan en el 
ejercicio de una profesión. En general, para convertirse en miembro de una profesión, 
los aspirantes deben adherirse al correspondiente código, bajo juramento o a través de 
una firma (Driesen 2003: 109). La realidad de la profesión del intérprete es que, en 
muchos casos, no se exige una formación específica en interpretación, mediación 
cultural o traducción. Por este motivo, es recomendable que los códigos deontológicos 
en esta área sean lo más exhaustivos posible debido a la carencia de unos conceptos 
básicos sobre ética en interpretación entre algunos perfiles de intérpretes (Arrés López 
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2012: 52). Podríamos destacar aquí el trabajo de los intérpretes sobre el terreno 
contratados por la CPI o el TPIY, quienes normalmente no están formados o reciben 
una formación muy somera en interpretación, debido a la urgencia y a la inexistencia de 
intérpretes formados en ciertas combinaciones lingüísticas. Un código deontológico es 
útil en estos casos para guiar su desempeño y, en consecuencia, los resultados de la 
interpretación. 
Cabe destacar que no existe un código deontológico para la profesión de la 
interpretación en general. Arrés López (2013: 51) reflexiona sobre los diferentes 
motivos de que no exista dicho código genérico: la variedad de contextos comunicativos 
en los que se utiliza la interpretación (jurídico, sanitario, policial, etc.) que hace que las 
normas en muchas ocasiones no sean extrapolables entre sí, la heterogeneidad de 
emisores y receptores y la falta de consenso en los aspectos relevantes que deben ser 
incorporados en los códigos deontológicos. Además, no existen unos términos 
estandarizados para designar los conceptos (por ejemplo, en muchos documentos y 
estudios la imparcialidad es también denominada objetividad, neutralidad, 
invisibilidad…), lo cual supone un gran grado de confusión en la literatura existente. 
Driesen (2003: 113) aboga por la creación de un código deontológico universal para la 
interpretación jurídica, basado en los derechos humanos universales, como en otras 
profesiones. 
Por ende, en general, los códigos deontológicos son promovidos y redactados 
por las diferentes asociaciones u organismos especializados, refiriéndose a las 
especificidades de dicha institución y ámbito y creando una terminología propia, con lo 
cual resultan muy dispares (Hortal Alonso 2007: 211).  
En esta sección del estudio se pretende extraer ciertas características y 
principios generales compartidos en los múltiples códigos deontológicos sobre 
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interpretación que representen valores morales y profesionales universales en esta 
profesión y compararlos con una muestra de códigos éticos pertenecientes al campo de 
la interpretación en los tribunales internacionales de justicia. 
 
4.1. Aspectos básicos de un código deontológico 
A continuación se realizará una revisión de tres estudios centrados en los 
códigos deontológicos para la profesión de la interpretación y las características que 
estos deberían incluir. 
En primer lugar, es de destacar el análisis del código ético del intérprete 
llevado a cabo por Hale (2007), donde se revisa una gran variedad de códigos éticos y 
de conducta para intérpretes y se extraen algunos de los principales puntos comunes 
entre ellos. Por orden de prevalencia, se hace mención a la confidencialidad (que está 
presente en un 81,25% de los casos) y a la precisión (presente en un 75%). Otros de los 
elementos que más aparecen en estos documentos son la imparcialidad, el desarrollo 
profesional y la responsabilidad del intérprete en el ejercicio de su propia actividad. 
Entre los aspectos que menos atención reciben en los códigos deontológicos se 
encuentran la definición del papel del intérprete, la solidaridad profesional y las 
condiciones de trabajo. 
Valero (2006: 91) establece unos principios básicos que deberían ser tratados 
en los códigos deontológicos. Destaca la confidencialidad, la imparcialidad, la 
exactitud/fidelidad (la autora insiste en la doble necesidad de asegurarse de que el texto 
sea fiel al original, pero adaptándolo al nuevo contexto en la lengua meta, como 
apuntaba Schweda Nicholson) y, por último, la integridad, que sería equivalente al 
criterio para aceptar/rechazar encargos al que hace referencia Arrés López a 
continuación. 
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Arrés López (2013: 52) elabora también una serie de principios básicos sobre 
las temáticas que se pueden abordar en los códigos deontológicos. En este artículo hace 
referencia, entre otras (como la lingüística, la cultural, la documental, interpersonal…), 
a la competencia profesional de los intérpretes, que coincide parcialmente con la de 
otras profesiones. En este punto encontramos algunos aspectos que ya aparecían en los 
elementos de la ética mencionados anteriormente. La competencia profesional incluye 
la confidencialidad, la imparcialidad, el criterio para aceptar o rechazar encargos de 
acuerdo con las propias capacidades o ética profesional, la necesidad de formación 
profesional continua, la apariencia profesional (vestimenta, puntualidad, trato…), la 
solidaridad profesional y la obligación moral de dar visibilidad a la profesión. 
En la misma línea, Driesen (2003: 110) enumera los siguientes principios 
morales para la elaboración de un código deontológico: 
 confidentiality and discretion, particularly not deriving benefits from 
any confidential information that might ensue from the exercise of the 
professional activity 
 never accepting assignment one is unable to fulfil 
 accomplishing the tasks to the best of one’s ability 
 solidarity towards professional colleagues. 
 
A partir de los estudios presentados podemos extraer conclusiones sobre los 
aspectos deontológicos para la interpretación que se consideran más importantes o que 
tienen más incidencia. Entre los aspectos que se repiten en las cuatro investigaciones 
cabría posicionar en primer lugar la confidencialidad, seguida de la imparcialidad. 
Aquellos puntos que tienen una incidencia media son: la fidelidad (denominada también 
precisión o exactitud/fidelidad), la formación profesional continua (o desarrollo 
profesional), la integridad (o criterio para aceptar/rechazar encargos) y la solidaridad 
profesional. Entre aquellos aspectos que reciben una menor atención encontramos la 
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responsabilidad del intérprete, la definición del papel del intérprete y de sus condiciones 
de trabajo, la apariencia personal y la obligación moral de dar visibilidad a la profesión. 
 
4.2. Análisis de códigos deontológicos 
A continuación, se analizarán y compararán los códigos deontológicos del 
TPIY y de la CPI, que coinciden, el de la asociación EULITA, así como el de la 
Asociación Internacional de Intérpretes de Conferencia (AIIC) y el código ético y de 
responsabilidades profesionales de NAJIT (National Association of Judiciary 
Interpreters & Translators), que resultan también muy representativos en este campo. 
Finalmente, se presenta una tabla comparativa con las diferentes características de los 
códigos deontológicos mencionados. 
 
4.2.1. AIIC 
La AIIC es la Asociación Internacional de Intérpretes de Conferencias y 
promueve unos niveles de calidad y unos principios éticos en la profesión a nivel 
internacional entre sus socios. El código deontológico promulgado por esta asociación, 
por tanto, es un buen ejemplo de principios éticos para la profesión. 
Es interesante destacar que en el tercer párrafo del artículo 1 se prevé la 
imposición de sanciones por parte del Comité de Disciplina y Litigios a todos aquellos 
miembros que incumplan estos principios. 
El código incluye un apartado sobre confidencialidad en el artículo 2, según el 
cual los miembros deberán abstenerse de compartir la información obtenida en el 
ejercicio de su profesión y no podrán obtener beneficio personal. 
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El artículo 3 trata la integridad en la profesión. Los intérpretes no aceptarán 
ningún encargo para el que no están cualificados ni aceptaran dos encargos para el 
mismo periodo de tiempo. 
La solidaridad profesional aparece en los artículos 4 y 6. Cabe destacar que en 
el artículo 6 se da la posibilidad de referir cualquier disputa entre miembros de la 
asociación al Comité de Disciplina y de Litigios, que actuará como árbitro, excepto en 
conflictos de carácter comercial. 
Finalmente, el artículo 5 trata la visibilidad de la profesión. En cualquier medio 
profesional, se anima a los intérpretes a comunicar la profesión a la que se dedican y su 
calidad de miembros de la asociación. 
4.2.2. NAJIT 
A pesar de que muchos tribunales federales de Estados Unidos tienen su propio 
código deontológico para los intérpretes, la National Association of Judiciary 
Interpreters of Translators (NAJIT) recoge algunos principios básicos para todos los 
profesionales del país. 
Encontramos la confidencialidad presente en el canon 3 del código, por el que 
el intérprete no puede compartir la información obtenida en el ejercicio de su profesión. 
El canon 2 alude a la imparcialidad. El intérprete debe ser imparcial y evitar 
todo contacto innecesario con las partes, así como evitar participar en los asuntos del 
tribunal y debe informar de cualquier conflicto de intereses. 
El canon 1 incluye el principio de fidelidad. El mensaje se ha transmitir 
conservando el estilo y tono del original, pero adaptado a la sintaxis y semántica de la 
lengua meta. Se han de transmitir también los errores, imprecisiones, etc. El intérprete 
ha de solicitar la repetición de un fragmento si no lo ha comprendido. 
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Los intérpretes deben velar por su formación profesional continua (canon 6) y 
notificar cualquier circunstancia que no permite la correcta ejecución de sus funciones 
(Integridad, canon 8). 
4.2.3. EULITA 
El TJUE no tiene un código deontológico propio para sus intérpretes, pero 
existen proyectos que intentan crear un código deontológico a nivel europeo para 
intérpretes y traductores jurídicos. Uno de los más importantes es el de la asociación 
EULITA (European Legal Interpreters and Translators Association), que sienta las 
bases para un código de conducta para la interpretación jurídica en Europa. 
De acuerdo con lo dispuesto en su preámbulo, este código se basa en cuatro 
documentos esenciales: la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 1 a 
11), el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales (artículos 5 y 6), la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea (capítulo tercero – artículos 20 y 21, capítulo sexto – artículos 47 a 
50) y la directiva 2010/64/EU del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de octubre 
de 2010 relativa al derecho a interpretación y a traducción en los procesos penales. 
En el apartado de definiciones se especifica qué se entiende por intérprete y 
traductor jurídico. En la definición de intérprete se tiene en cuenta tanto a intérpretes de 
lenguas orales como de signos. Además se incluye una definición de la interpretación 
consecutiva, simultánea, susurrada y a vista, así como de la competencia intercultural. 
En el primer párrafo del apartado “professional competence” se trata la 
competencia en interpretación del trabajador. En el segundo párrafo de este mismo 
apartado se hace mención a la integridad en la profesión (el intérprete no debe aceptar 
un encargo para el que no está preparado), principio que también aparece en el apartado 
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“obstacles to performance quality”. Por último, en el tercer párrafo de “professional 
competence” se hace mención a la necesidad de formación profesional continua. 
El apartado “accuracy” trata la fidelidad en la profesión. El mensaje se ha 
transmitir conservando el estilo y tono del original, pero adaptado a la sintaxis y 
semántica de la lengua meta. Se han de transmitir también los errores, dubitaciones y 
repeticiones. Finalmente, el intérprete ha de solicitar la repetición de un fragmento si no 
lo ha comprendido. 
La imparcialidad aparece en el apartado “impartiality”, según el cual el 
intérprete ha de ser neutro y debe comunicar cualquier conflicto de intereses. 
El siguiente apartado (“confidentiality”) trata la confidencialidad de la 
profesión. No se pueden revelar la información obtenida a través de un encargo ni 
obtener beneficio personal o económico de ésta. 
Finalmente, el código incluye un apartado sobre la solidaridad con sus 
compañeros (“solidarity and fair conduct”). 
4.2.4. CPI y TPIY 
La Corte Penal Internacional y el Tribunal Penal Internacional para la ex 
Yugoslavia comparten un mismo código deontológico para sus traductores e intérpretes. 
Esto se debe probablemente a que la CPI adaptó el código deontológico del TPIY  al 
tratarse de dos instituciones con un marco jurídico y unos principios y objetivos 
semejantes. 
En el párrafo segundo del preámbulo se adelantan ya algunos de los valores 
principales que se estipulan posteriormente en el cuerpo del documento: “The functions 
performed by interpreters and translators require them to act faithfully, independently, 
impartially and with full respect for the duty of confidentiality”. Éstos coinciden con 
algunos de los que se han destacado en el apartado anterior. 
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Posteriormente, se define, entre otros conceptos, qué se entiende por intérprete 
a efectos de este código. Además, se especifica que las normas serán de aplicación para 
todos los tipos de intérpretes, ya sean trabajadores con contrato fijo o trabajadores 
puntuales con contratos de corta duración y sin distinción entre aquellos que llevan a 
cabo su trabajo en la sede de La Haya y los intérpretes sobre el terreno. 
El artículo 7 del código trata la confidencialidad: el intérprete no comunicará la 
información confidencial que haya adquirido en el transcurso de su profesión salvo a 
aquellos que la necesiten o con la autorización de su supervisor, no hará circular ningún 
documento traducido, no comentará los hechos de los procesos ni sacará provecho de 
ningún tipo de información confidencial.  
El artículo 8 trata la imparcialidad: el intérprete ha de ser imparcial y no puede 
ofrecer asesoramiento jurídico; además, ha de contactar a su supervisor si observa algún 
conflicto de intereses en el desarrollo de la profesión. 
La fidelidad se trata en el artículo 10: los intérpretes han de transmitir el 
mensaje exacto sin añadiduras ni omisiones, incluyendo lenguaje no verbal, lenguaje 
soez, etc. Asimismo, tienen el deber de rectificar si han cometido un error y pedir que se 
les repita o explique una expresión si no la han entendido. 
Según el párrafo primero del artículo 11, los intérpretes tienen la obligación de 
mantener y mejorar sus conocimientos (Formación profesional continua). En el párrafo 
segundo del mismo artículo se establece la obligación de prestar ayuda a otros 
compañeros de profesión (Solidaridad profesional). 
El artículo 4 rige la apariencia personal de los intérpretes, en particular el trato 
y la actitud con respecto a su trabajo y compañeros. 
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A continuación, se incluye un cuadro en el que se encaran los puntos básicos 
de los cuatro códigos deontológicos tratados a lo largo de este apartado. 
 
44 
 
 
 Corte Penal 
Internacional y 
Tribunal Penal 
Internacional para la 
ex Yugoslavia 
EULITA AIIC NAJIT 
Confidencialidad Párrafo segundo del 
preámbulo y artículo 7 
Apartado “Confidentiality” Artículo 2 Canon 3 
Imparcialidad Párrafo segundo del 
preámbulo y artículo 8 
Apartado “Impartiality” NO Canon 2 
Fidelidad Párrafo segundo del 
preámbulo y artículo 10 
Apartado “Accuracy” NO Canon 1 
Formación 
profesional 
continua 
Párrafo primero del 
artículo 11 
Párrafo tercero del apartado 
“Professional Competence” 
NO Canon 6 
Integridad Artículo 6 y artículo 9 Párrafo segundo del apartado 
“Professional Competence” 
y apartado “Obstacles to 
Performance Quality” 
Artículo 3 Canon 8 
Solidaridad 
profesional 
Párrafo segundo del 
artículo 11 
Apartado “Solidarity and 
Fair Conduct” 
Artículo 4 y artículo 6 NO 
Responsabilidad 
del intérprete 
NO NO NO NO 
Definición del 
papel del 
intérprete 
NO NO NO NO 
Condiciones de 
trabajo del 
intérprete 
NO NO NO NO 
Apariencia 
personal 
Artículo 4 NO NO NO 
Obligación de dar 
visibilidad a la 
profesión 
NO NO Artículo 5 NO 
Competencia: 
- Lingüística 
- Cultural 
- En 
interpretación 
- Documental 
- Intrapersonal 
- Profesional 
NO Competencia en 
interpretación: 
Párrafo primero del apartado 
“Professional Competence” 
NO NO 
 
Comparativa de códigos deontológicos. 
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5. CONCLUSIONES 
Como conclusión global del presente estudio, podemos afirmar que los 
objetivos se han alcanzado parcialmente, con ciertas dificultades en la investigación, 
especialmente en el desarrollo del segundo objetivo del trabajo. 
En primer lugar, se han analizado las características de los tribunales 
internacionales de justicia, sus regímenes lingüísticos y sus servicios de interpretación. 
Como se ha podido comprobar a lo largo de esta primera parte del trabajo, la 
interpretación es un elemento fundamental en todas estas instituciones, ya que sin ella 
se truncaría su funcionamiento. La interpretación permite la comunicación 
interlingüística e intercultural en estos órganos que son necesariamente multilingües 
debido a su carácter internacional y al principio de igualdad ante la justicia, ya que 
alguna de las partes podría quedar excluida del proceso jurídico si no se proveyera el 
servicio de interpretación de forma unánime. En todos los tribunales se garantiza el 
acceso a los servicios de interpretación y de traducción como un derecho fundamental 
de la persona, especialmente en el caso de partes acusadas o interrogadas. Aun así, estas 
instituciones establecen unas lenguas de trabajo, que deben conocer los agentes de los 
tribunales, con el fin de facilitar sus funciones y optimizar el uso de sus recursos. 
En lo relativo al segundo objetivo del estudio, son reseñables ciertas 
dificultades encontradas a lo largo de la investigación. Puesto que no se ha localizado 
bibliografía exclusiva que analice la ética en la interpretación para los tribunales 
internacionales de justicia, se ha recurrido a bibliografía similar en busca de unos 
resultados relevantes. Una de las conclusiones principales que se pueden extraer en este 
punto es la existencia de un campo de investigación aún por explotar y la necesidad de 
un análisis más exhaustivo. Por limitaciones temporales y de acceso a las personas 
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pertinentes, no se ha podido elaborar una encuesta con muestras de cada tribunal que 
serviría como estudio de caso para contrastar con la literatura encontrada, lo cual sería 
una manera excelente de continuar con la investigación. 
Por último, con respecto al cuarto apartado, que se corresponde con el tercero 
de los objetivos del estudio, el análisis comparativo de los distintos códigos 
deontológicos, se pueden extraer ciertos patrones, a pesar de que se trate de 
instituciones pertenecientes a diferentes ámbitos territoriales y con características 
distintas. En todos los códigos deontológicos se repiten ciertos principios éticos para los 
intérpretes, por ejemplo, la confidencialidad y la integridad en la profesión. Otros 
principios comunes muy recurrentes son la imparcialidad, la fidelidad al mensaje en la 
lengua de origen (adaptando las estructuras sintácticas y gramaticales a la lengua meta), 
la necesidad de un proceso de formación profesional continua y la solidaridad 
profesional con los compañeros de profesión. Por último, hay ciertos puntos que no se 
tratan en absoluto o aparecen en muy pocas ocasiones. La conclusión principal que se 
puede extraer de este análisis es principalmente el hecho de que, a pesar de que 
coincidan algunos de los puntos en varios de los documentos, no existe completa 
unanimidad en ciertos aspectos que se consideran básicos (por ejemplo, el código de la 
AIIC no incluye la necesidad de imparcialidad, fidelidad y formación profesional 
continua; el código de la NAJIT no prevé la solidaridad en la profesión). 
En conjunto, podemos considerar que el estudio es representativo, ya que se 
tratan los tres objetivos propuestos y se consigue dar una visión general y de conjunto 
sobre los principios de funcionamiento de tres de los tribunales más representativos a 
nivel internacional, así como dar un esbozo sobre las características más importantes de 
la ética en estos organismos y de sus códigos deontológicos, y sienta las bases para 
posibles futuros trabajos de campo más exhaustivos. 
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